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LEGISLATURA

H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA




Congreso del Estado Independiente, 
Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza

Iniciativa con proyecto de Decreto por la que se  modifica el contenido de las fracciones VII y IX  del artículo27 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Mediante la cual propone que la Secretaría de Desarrollo Rural, tenga como facultad el formular y ejecutar los planes, programas y acciones para el desarrollo integral de las personas que viven y trabajan en zonas rurales del Estado, principalmente aquellos dirigidos a mejorar las condiciones de las mujeres.

Planteada por la Diputada Rosa Nilda González Noriega, del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 19 de Junio de 2018.

Turnada a la Comisión de Desarrollo Rural.
Fecha del Dictamen: 29 de Noviembre de 2018.
Decreto No. 94
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 99 / 11 de Diciembre de 2018.
H.  PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE. - 

Iniciativa que presenta la diputada Rosa Nilda González conjuntamente con los diputados del Grupo Parlamentario “ Del Partido Acción Nacional”; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I, 158, 159 Y 160  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO  por la que se  modifica el contenido de las fracciones VII y IX  del artículo27 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza , en base a la siguiente:
Exposición de motivos

 Las leyes orgánicas de la administración pública son los ordenamientos que establecen las funciones del poder ejecutivo, en este caso, de los estados; delimitando las atribuciones del jefe del ejecutivo, de los secretarios de despacho, y de los demás funcionarios y dependencias pertenecientes al primer nivel en la estructura de este poder.
La función y objetivo de estos ordenamientos es clave para el quehacer público, ya que permiten conocer con certeza y plena seguridad jurídica los deberes y facultades de cada uno de los funcionarios que ocupan los cargos ya mencionados. 

Estas leyes regulan también, de modo general, el funcionamiento de la estructura paraestatal, descentralizada y desconcentrada.

En este sentido, una ley orgánica de la administración pública, cualquier ley de este tipo y finalidad, le confiere a la estructura de gobierno los deberes y facultades (atribuciones) precisas con las que cuenta para desempeñar sus actividades, debiendo sujetarse de modo a las mismas, sin poder hacer más allá de lo que la ley establece, principio que rige el quehacer público, éste es un principio de derecho constitucional ratificado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en criterios diversos, tanto antiguos como recientes.
Es así, que estos ordenamientos no escapan a la necesidad legislativa de ser constantemente reformados en aras de actualizarlos y ajustarlos a la realidad que enfrentan día a día los servidores públicos y las dependencias y organismos, con el ánimo de hacer más dinámico y eficiente su trabajo y desempeño.

Las complejidades y retos que se derivan de las atribuciones para una misma materia o rubro entre los tres órdenes de gobierno,  es otro factor que obliga al legislador a realizar actualizaciones con cierta frecuencia al marco normativo que regula las estructuras de la administración (local o federal), justamente para evitar conflictos de competencia, vacíos legales, duplicidad de funciones, antinomias, oscuridad legal, y otros vicios y fallas legislativas que generen conflictos en la práctica, ya sea entre funcionarios de la misma estructura, o entre estos y servidores públicos pertenecientes un nivel distinto de gobierno.

Sin embargo; queda claro que entre las motivaciones principales para reformar una ley de esta naturaleza, está la ya señalada: La autoridad solo puede hacer lo que la ley le permite. Es así, que cuando las atribuciones de una autoridad no son justas y suficientes de acuerdo a su naturaleza y materias o rubros que le competen, se establecen impedimentos o limitaciones para que el quehacer público sea más dinámico y eficiente. 
Para el fin que nos interesa, destacamos que la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece las atribuciones de la Secretaría de Desarrollo Rural al tenor de la siguiente redacción:
ARTÍCULO 27. A la Secretaría de Desarrollo Rural le corresponde el despacho de los siguientes asuntos:  

I. Diseñar y coordinar las políticas de desarrollo rural, que mejoren la competitividad y la productividad agropecuaria;

II. Formular e instrumentar planes y acciones que eleven el rendimiento, calidad y comercialización de los productos del campo;

III. Promover la articulación de modelos de desarrollo rural regional, bajo criterios de eficiencia, productividad y sustentabilidad;

IV. Promover el aprovechamiento sustentable de los recursos hidráulicos para riego de la entidad;

V. Fomentar la capacitación y las actividades que permitan la adopción y aplicación de tecnología e insumos para mejorar las condiciones de elaboración, producción y comercialización de productos del campo;

VI. Establecer y operar un sistema de inspección y verificación de las normas relacionadas con el sector rural;

VII. Coadyuvar con las instancias competentes, en la obtención de la información estadística y geográfica del sector rural;

VIII. Impulsar los programas de investigación y transferencia de tecnología en el sector rural, en colaboración con instituciones públicas y privadas;

IX. Promover la organización de productores, ejidatarios, comuneros y grupos sociales para la instrumentación de programas de beneficio colectivo;

X. Coordinar la ejecución de obras de infraestructura para impulsar el desarrollo rural;

XI. Realizar estudios de evaluación de los suelos para lograr su aprovechamiento racional, conservación, mejoramiento y debida explotación con una perspectiva de desarrollo sustentable;

XII. Promover la creación y ampliación de agro negocios, integración de cadenas productivas, así como alentar la diversificación de unidades de producción; 

XIII. Impulsar y coordinar la obtención de fondos para el desarrollo de proyectos y promover los programas de inversión en el campo;

XIV. Instrumentar en el ámbito de su competencia, campañas permanentes fitosanitarias y zoosanitarias de prevención y combate de plagas, siniestros y enfermedades; 

XV. Promover la participación de productores, empresarios e industriales estatales en exposiciones, ferias y congresos en materia rural;

XVI. Promover un sistema para la certificación de origen y calidad de los productos agrícolas, pecuarios, forestales, pesqueros y acuícolas en el Estado, y

XVII. Las demás que le confieran expresamente esta ley, otras disposiciones aplicables y aquellas que le encomiende el Titular del Ejecutivo.  

En la práctica legislativa, es inevitable que para determinar las atribuciones de una entidad federativa en una materia específica, se deben deducir parte de las mismas en base a revisar las que están expresamente atribuidas al Poder Ejecutivo Federal. En segundo lugar, de acuerdo a los casos donde una ley,  casi siempre una ley general, observar las atribuciones de los estados que de forma concreta establecen este tipo de ordenamientos.  Es, principalmente en base a estos dos métodos, que el legislador local puede dimensionar las atribuciones del poder ejecutivo (local), sus secretarías y organismos de modo claro.
En otros supuestos se debe acudir a fuentes como el derecho comparado, y en su caso, a criterios o sentencias relevantes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Apelando a los métodos antes señalados, revisamos las leyes que regulan las atribuciones en materia rural de los  órdenes de gobierno federal y local; así como algunas leyes orgánicas de diversas entidades federativas, para verificar que las atribuciones de nuestra Secretaría de Desarrollo Rural están debidamente actualizadas y completas de acuerdo a la competencia de la misma.  Encontrando que algunas atribuciones en rubros como fomento a las actividades agrícolas, intercambio de información con otros estados y niveles de gobierno, formulación y ejecución de programas para el desarrollo y el empleo en el campo, ameritan una adecuación al marco legislativo correspondiente.
Estas adecuaciones permitirán dotar de mayor certeza las atribuciones de esta secretaría, y brindarle un radio más amplio de acción en beneficio del campo coahuilense.
Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:
DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se  modifica el contenido de las fracciones VII y IX  del artículo27 de la  Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
ARTÍCULO 27. .….
I a la VI……

VII. Coadyuvar con las instancias competentes, en la obtención de la información estadística y geográfica del sector rural; e intercambiar con los estados de norte del país las experiencias y conocimientos que permitan mejorar los estándares sanitarios y la comercialización regional de todos los productos agropecuarios. 
……

IX. Promover la organización de productores, ejidatarios, comuneros y grupos sociales para la instrumentación de programas de beneficio colectivo; así como formular y ejecutar los planes, programas y acciones para el desarrollo integral de las personas que viven y trabajan en zonas rurales del Estado, principalmente aquellos dirigidos a mejorar las condiciones de las mujeres.

.....

TRANSITORIO

Único. -  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCION NACIONAL”

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 19 de junio de 2018
DIP. ROSA NILDA GONZALEZ NORIEGA

DIP. MARIA EUGENIA CAZARES MARTINEZ
DIP. FERNANDO IZAGUIRRE VALDÉS

DIP. BLANCA EPPEN CANALES                            DIP. JUAN CARLOS GUERRA LÓPEZ NEGRETE

DIP. GERARDO ABRAHAM AGUADO GÓMEZ
DIP. GABRIELA ZAPOPAN GARZA GALVÁN

DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA

